
QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA DE LOURDES HINOJOSA CÉSPEDES 

Y SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARÍA MARCELA TORRES PEIMBERT, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PAN  

Las que suscriben, Adriana de Lourdes Hinojosa y María Marcela Torres Peimbert, diputadas federales de la LXI 

Legislatura e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en la fracción II 

del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 55, fracción II, del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 6, 

fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta honorable asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un Título Cuarto con los artículos 57 al 61 de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, bajo la siguiente: 

Exposición de Motivos 

La consolidación de una democracia plena está en función del establecimiento y respeto de sus valores, entre otros, 

la legalidad, la igualdad, la tolerancia y la participación permeados a toda la sociedad, tanto en la interacción entre 

individuos y grupos, como entre la sociedad y el Estado. Es decir, debe complementarse con la participación de la 

sociedad organizada en la identificación de los problemas más sentidos que la aquejan, en el planteamiento de sus 

soluciones y en el seguimiento de su cumplimiento. 

Lograr mayores niveles de desarrollo, y de gobernabilidad, requiere del necesario fortalecimiento de la sociedad 

civil organizada e incrementar la participación de la misma en la toma de decisiones. Esta participación 

comprometida de la sociedad, es una condición básica para alcanzar niveles más altos de democracia política, de 

una mayor justicia en la distribución de la riqueza y para propiciar la inclusión de las minorías y sectores 

secularmente marginados, en todos los ámbitos de nuestra vida. 

La participación ciudadana es un pilar del fortalecimiento de la democracia y de la gobernabilidad democrática, 

permite estar más cerca del ejercicio de la responsabilidad pública e incluso tener responsabilidad en ella. Aumenta 

la comprensión del quehacer público y el conocimiento de lo que hace realmente. Facilita la transparencia y la 

rendición de cuentas. La mayor participación de la sociedad civil, es una manifestación clara de las demandas 

ciudadanas en la consecución del interés común, un factor para el desempeño de una administración pública más 

eficiente, un elemento de control ciudadano y una forma de colaboración efectiva en el proceso de toma de 

decisiones. 

En México, el avance democrático que hoy vivimos, ha despertado en todos los ámbitos el libre juego de las 

fuerzas económicas, políticas y sociales, y el legítimo interés por participar de los distintos agentes que las 

conforman. 

En nuestro país la sociedad civil se ha venido organizando desde hace años y es ahora protagonista en los temas 

centrales del país: derechos humanos, preservación del medio ambiente, educación, asistencia social a los más 

desfavorecidos, salud, seguridad pública, entre otros. 

En un régimen democrático como en el que vivimos, las personas con iniciativas a favor de los demás y de mejora 

de su entorno deben contar con la libertad para organizarse y desarrollar sus potencialidades para el beneficio de la 

comunidad en la que se desenvuelven. 

Hoy en día, el reto es reafirmar los valores democráticos y de lucha contra la pobreza y la exclusión social. Es 

necesario e impostergable, dinamizar a los diversos agentes de la sociedad civil organizada, para que se conviertan 

en un elemento vertebrador del clima democrático y de la orientación en un camino de desarrollo, que elimine los 

niveles de pobreza y marginación existentes. 



La consolidación de organizaciones sociales es una condición fundamental para la realización de un debate civil 

fructífero y, en consecuencia, para el desarrollo de los países.  

En el transcurso de las últimas décadas la sociedad civil en su conjunto, ha intentado y logrado, la superación de 

fórmulas tradicionales de representación y participación ciudadana. En otras palabras, ha logrado dotarse a sí 

misma, de nuevos mecanismos de interlocución entre los ciudadanos y las instancias gubernamentales. 

Un desafío de la participación ciudadana es que trascienda las esferas públicas locales para ser una práctica que se 

consolide en el nivel nacional. Igualmente, que supere su acción restringida a sectores de políticas públicas hasta 

alcanzar una dimensión más integral en el proceso de formación de las políticas generales. 

La participación ciudadana es ya una exigencia creciente en la sociedad mexicana, expresa la madurez democrática 

de la Nación cuando se lleva a cabo en todas las etapas de la vida nacional: planteamiento de necesidades y 

propósitos, diseño de soluciones, instrumentación de las mismas y evaluación de sus resultados. 

La democracia mexicana se ha enriquecido, en las décadas recientes, con el alentador desarrollo de las 

Organizaciones de la Sociedad Civil, que si bien han relacionado sus actividades, mayoritariamente con las 

necesidades de asistencia social, y preservación del medio ambiente, también destacan en propuestas de desarrollo 

social y económico, animando que la ciudadanía vele activamente por sus derechos de salud, educación y vivienda 

digna. Sin embargo, la participación ciudadana no se reduce a los quehaceres del Desarrollo Social, Asistencia 

Social, o a la vela de los Derechos Humanos; todas ellas son acciones indispensables que dan base a la convivencia 

social, pero la acción soberana del pueblo no puede limitarse a ellas, siendo que la soberanía popular impone su 

plena y libre determinación autónoma, lo cual conlleva la plena participación ciudadana y la plena garantía de la 

rendición de cuentas oportuna, pertinente, comprobable y veraz. 

El desarrollo y crecimiento de las organizaciones de la sociedad civil requiere consolidar y fortalecer 

constantemente su relación institucional con las instancias Ejecutivas y Legislativas, lo cual dará reconocimiento y 

justa operatividad a la soberanía popular, alentando la participación ciudadana en la definición de metas y caminos 

para el desarrollo integral del país. La madurez ciudadana no puede permitir que sean sólo los funcionarios quienes 

definan esas metas y caminos, siendo que nuestra democracia reconoce la soberanía popular y su carácter 

mandante, lo cual debe reflejarse en el control popular sobre las políticas públicas. 

La legislación actual contiene pasos importantes en el sentido de la participación ciudadana, destacan las 

legislaciones estatales que la abren a la planeación e investigación municipales. Es notable el surgimiento, en poco 

tiempo, de legislaciones estatales sobre la participación ciudadana en procesos de consulta y decisión, en la 

planeación y evaluación de la función pública, tendencia que se avizora creciente y requerida de un ordenamiento 

federal que la acoja, impulse y fortalezca. 

En nuestro país se ha avanzado notablemente hacia una plena participación ciudadana, lo demuestra la 

implementación de Comités de Planeación que en todos los niveles de gobierno, los cuales han sido receptáculo de 

consulta ciudadana, al igual que los Consejos de Participación Social que, en diversas instancias ejecutivas, son 

también ámbitos de intercambio de ideas y propuestas entre ciudadanos y mandatarios. Esta experiencia es buena 

base sobre la que se puede acrecentar el edificio de la democracia participativa. Sin embargo, hace falta reforzar los 

ordenamientos existentes para asegurar la plena participación de la sociedad. De acuerdo con una encuesta 

realizada por la Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el Combate a la Corrupción en septiembre de 

2008, contando con la respuesta del 81 por ciento de las diversas dependencia y entidades, existían 189 Consejos 

Ciudadanos o Consultivos en la administración pública federal, de los cuales el 83 por ciento estaban originados 

por alguna disposición normativa. Sin embargo, con datos de la Secretaría de Gobernación a 2009 existen 145 

consejos, comités, juntas o comisiones con participación de sociedad civil. Esto nos demuestra la necesidad de 

contar con un mecanismo legal que garantice lograr que el 100 por ciento de las dependencias y entidades cuenten 

con este tipo de mecanismos de participación ciudadana.  



Conforme se abre la participación ciudadana el tejido social se fortalece, se acrecienta la confianza en la sociedad y 

la interdependencia redunda en la conformación de un ambiente político propicio a la búsqueda del bien común, 

esta última tarea a la cual los mandatarios se dedican de forma específica y primordial. 

Por esto, la presente iniciativa busca promover mecanismos de participación ciudadana más cercanos a las 

autoridades siendo corresponsables en la toma de decisiones de la administración pública federal al asegurar la 

implementación de los órganos de consulta como mecanismos reales de participación social en todas las 

dependencias de gobierno, los cuales serán órganos de consulta para los titulares de las secretarías de Estado sin 

que represente algún impacto presupuestal para las mismas dependencias, toda vez que la pertenencia a dichos 

órganos de consulta será de manera honorífica.  

Es importante recalcar que los procesos de participación ciudadana ofrecen ciertas ventajas a las personas y 

organizaciones que lo utilizan. Entre ellas, es posible mencionar: 

• Las personas o grupos que participan aportan ideas, opiniones y recursos que sirven para mejorar o completar 

la propuesta sometida a discusión. 

• El proceso de toma de decisiones se hace más transparente, en la medida que más personas están involucradas 

y tienen acceso a la información disponible. 

• El involucrar a otros actores los hace responsables de sus derechos y obligaciones frente al proceso. 

• Sirve para canalizar la entrega de información a personas y grupos interesados. 

• Otorga legitimidad al proceso y a la institución pública o privada que lo está impulsando. 

• Promueve la adhesión a la propuesta en cuestión por parte de las personas que han participado. 

• Promueve el que las personas realicen un seguimiento a la propuesta resultante para animar o supervisar su 

concreción. 

En vista de lo anterior, y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en lo dispuesto en el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta soberanía la 

siguiente iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona un Título Cuarto con los artículos 57 al 60 a la 

Ley Orgánica de la administración pública federal. 

Artículo Único: Se adiciona un Titulo Cuarto, denominado “De la Participación Ciudadana en la Administración 

Pública Federal”, así como los artículos del 57 al 60 a la Ley Orgánica de la administración pública federal para 

quedar como sigue: 

Título Cuarto 

De la Participación Ciudadana en la Administración Pública Federal 

Capítulo Único  

De los Fines y Mecanismos de la Participación Ciudadana 

Artículo 57. Las dependencias y entidades de la administración pública federal fomentarán la participación 

ciudadana en las políticas públicas de su competencia. Esta participación tendrá los siguientes fines: 

a) Promover que las políticas públicas incluyan la visión de los ciudadanos; 



b) Combatir la corrupción; 

b) Fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas; 

c) Fomentar la mejora continua en la administración pública federal, y 

d) Aprovechar los recursos y capacidades de la sociedad, para hacer más eficiente el gasto público. 

Artículo 58. El fomento de la participación ciudadana será a través de los instrumentos y mecanismos que se 

establezcan en las leyes o reglamentos respectivos. Las dependencias deberán contar con órganos de consulta 

integrados por ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil, que coadyuven en el diseño, implementación y 

evaluación de las políticas públicas; en tratándose de las entidades, éstas podrán constituir dichos órganos de 

consulta. La participación en estos órganos será honorífica. 

Artículo 59. Los órganos de consulta deberán cumplir con los siguientes criterios: 

I. Centrados en los sujetos de las políticas y los expertos. En los órganos de consulta deberán estar representados 

con la mayor equidad posible los sujetos a los que están dirigidos las políticas públicas así como expertos 

académicos y técnicos en las políticas públicas de la dependencia o entidad correspondiente. 

II. Pluralidad. En los órganos consultivos deberán estar representadas con la mayor equidad posible los 

diferentes tipos de actores sociales, de acuerdo a las características de cada dependencia y entidad. Quienes 

formen parte de los órganos consultivos podrán hacerlo a título personal en función de su trayectoria o bien en 

representación de alguna organización de ciudadanos. 

III. Igualdad. Las dependencias y entidades deberán establecer criterios para que los ciudadanos mexicanos 

puedan formar parte de los órganos consultivos en condiciones de igualdad, basados en su experiencia y 

procurando la igualdad de género. 

IV. Transparencia y máxima publicidad. Las dependencias y entidades deberán publicar por lo menos la 

siguiente información referida a sus órganos consultivos: nombre de sus integrantes con resumen curricular de 

cada uno, memoria de sus sesiones, los acuerdos tomados, sus recomendaciones y otros trabajos o acciones que 

desarrollen. Para este fin, las dependencias y entidades utilizarán los medios de difusión a su alcance, 

priorizando los electrónicos. 

V. Rotación. Con el fin de promover la mayor participación ciudadana, los integrantes de los órganos 

consultivos podrán permanecer en tal carácter por un tiempo no mayor a tres años. 

VI. Suficiencia presupuestal. Las dependencias y entidades deberán contemplar en sus presupuestos los recursos 

necesarios para la realización de las sesiones de los órganos consultivos y de ser posible, la realización de 

trabajos adicionales que favorezcan su incidencia en las políticas públicas. 

Artículo 60. Son atribuciones de los órganos de consulta, entre otras, las siguientes: 

I. Ser mecanismo de participación y de diálogo permanente entre ciudadanos y sus organizaciones en el debate 

de asuntos que son de interés público; 

II. Formular propuestas a las dependencias sobre las materias que son de su competencia;  

III. Participar con su asesoramiento y colaboración en la definición e implementación de las políticas y 

programas, de las materias que se encuentran dentro del ámbito de la dependencia;  



IV. Formular recomendaciones y propuestas en relación con situaciones coyunturales que son del conocimiento 

de las dependencias;  

V. Canalizar demandas y propuestas procedentes de los ciudadanos, asociaciones e instituciones de la sociedad;  

VI. Elaborar y publicar periódicamente informes sobre las actividades realizadas, y 

VII. Las demás que le señalen las leyes y demás ordenamientos aplicables en la materia. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Las dependencias y entidades de la administración pública federal competentes, cuando sea el caso, 

emitirán los reglamentos correspondientes al respecto de los órganos consultivos. Los consejos, comités u 

organismos de consulta que se encuentren regulados por disposición normativa alguna continuarán rigiéndose por 

ésta, siempre y cuando no contravengan las disposiciones establecidas en el presente decreto. El presente decreto 

no es limitativo para que dependencias y entidades de la administración pública federal instauren nuevos órganos 

consultivos, los cuales deberán sujetarse a las disposiciones de este título. 

Tercero. Las acciones que, en cumplimiento con lo dispuesto en instrumento y en razón de su competencia, 

corresponda ejecutar a las diversas dependencias y entidades de la administración pública federal se sujetarán a los 

recursos humanos, financieros y materiales con los que éstas cuentan actualmente, así como los recursos aprobados 

para dicho fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio correspondiente. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de febrero de 2011. 

Diputadas: Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes, María Marcela Torres Peimbert (rúbricas). 

 


